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ANÁLISIS DE LA RESPUESTA DEL GOBIERNO DE PERÚ AL

CUESTIONARIO PARA LA EVALUACIÓN DE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

Introducción
El CEVI agradece a la Autoridad Nacional Competente del Perú, por responder de manera detallada a la mayoría de preguntas contenidas en el cuestionario de la Segunda Ronda de Evaluación Multilateral y a las observaciones hechas por el Comité. También agradece a CLADEM –Perú por el envío de un informe en respuesta al cuestionario sometido por el CEVI.

Este informe  se elaboró teniendo en cuenta el mandato de la Convención de Belém Do Pará, en sus artículos 7 y 8, las disposiciones del Estatuto del MESECVI y el Reglamento del Comité Expertas en lo concerniente a la elaboración de los informes.

Este informe contiene una valoración de los avances y obstáculos que se infieren de las respuestas dadas al cuestionario y a los comentarios del Comité por parte de la Autoridad Nacional Competente, sobre la implementación de la Convención de Belém Do Pará durante los  años posteriores a la Primera Ronda de Evaluación, así como las observaciones y recomendaciones generales y especificas consideradas pertinentes por el Comité.  

 Las principales fuentes consultadas para la elaboración del mismo, han sido, el informe presentado por la Autoridad Nacional Competente, así como la reacción al informe preliminar, el Informe de la Primera Ronda de Evaluación, el Informe presentado por organizaciones de la sociedad civil de Perú y documentos, leyes, normativas y planes a los cuales se tuvo  acceso a través de Internet.

El CEVI felicita al Estado Peruano por la muestra de preocupación y esfuerzos para enfrentar la violencia contra las mujeres.    

Resumen Ejecutivo: 

El informe presentado por la Autoridad Nacional Competente  responde de una manera bastante exhaustiva a las preguntas  del  cuestionario sometido y a los comentarios hechos por el Comité en el informe preliminar. Igualmente, el Informe de las organizaciones de la sociedad civil da respuesta a todas las preguntas del cuestionario, con alto nivel de documentación de  sus respuestas.

En el Ámbito legislativo,  el Estado Peruano ha desarrollado múltiples iniciativas con miras a adecuar la legislación nacional al mandato de la Convención, estas incluyen, la adopción de leyes, normativas ministeriales, protocolos, guías y planes de trabajo para prevenir, atender y sancionar la violencia intrafamiliar. También han hecho importantes esfuerzos para asegurar la coordinación interministerial y con la sociedad civil.    

El principal desafío en el orden legislativo, es superar el enfoque de la violencia orientado al ámbito familiar. Para cumplir con el mandato de la Convención, el Estado debe legislar sobre la violencia contra las mujeres en toda su tipología y características y desde un enfoque de derechos humanos. Lo que supone avanzar en el abordaje de los derechos sexuales y derechos reproductivos, en la definición y tipificación del feminicidio/femicidio, prostitución forzada, trata y tráfico de mujeres, violencia sexual dentro del matrimonio, entre otros aspectos. También, enfrenta el imperativo de lograr que los planes y las políticas sectoriales  y ministeriales integren la violencia contra las mujeres como parte de su agenda de trabajo.

El deficitario presupuesto para el trabajo de prevención, atención y sanción a la violencia contra las mujeres e intrafamiliar, fue una de las debilidades que mostró el Estado Peruano en la Primera Ronda de evaluación. Nuevamente, los resultados de este informe evidencian poco progreso en este aspecto, por lo que el Estado enfrenta el desafío de adoptar medidas que permitan reforzar su compromiso en la lucha contra violencia hacia las mujeres,  a través del incremento del presupuesto público. 
I. Legislación
Avances
La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer,  fue aprobada por el Estado Peruano mediante  Resolución Legislativa Nº 26583 del 11 de marzo de 1996 y ratificada el 02 de abril del mismo año. De acuerdo a su legislación,  tiene rango constitucional y es de aplicación directa. Pero, siendo la normativa de la convención “non self executing” es decir, de carácter programático, para que pueda ser aplicada en su pleno contenido, es necesario que se de dicha armonización  con su legislación penal, civil, administrativa y desarrollo de sus mandatos. 

Aunque el Estado Peruano no dispone de una ley que defina la violencia contra las mujeres, es importante resaltar la existencia de disposiciones de carácter administrativo y ministerial que  la definen y tipifican, como es el Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2009-2015 aprobado por DS 003-2009-MIMDES, del 23 de marzo del 2009. También el  Ministerio de Salud, adoptó a través de la  Resolución Ministerial N° 668-2004 / de Junio de 2004, las “Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva, al igual que la “Guía Técnica para la Atención Integral de las personas afectadas por la Violencia basada en Género”, aprobada mediante la Resolución Ministerial Nº 141-2007/ de  Febrero de 2007. 

Las “Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva, tienen un protocolo específico para abordar la violencia contra las mujeres, el mismo contempla la definición  de todos los tipos de violencia como son: violencia contra la mujer, violencia física, violencia psicológica y emocional, violencia económica violencia sexual, acoso sexual, abuso sexual, violación e incesto. Ofrece lineamientos generales para la detección de los casos de violencia,  el manejo de los casos, la profilaxis y el  establecimiento de un plan de seguridad para las mujeres.
En diciembre del 2009, fue aprobada en el Ministerio público la Directiva Nº 005 -2009-MP-FN “Intervención de los Fiscales de Familia, Penales y Mixtos Frente a la Violencia Familiar y de Género con el  objeto  de “regular la intervención de los Fiscales de Familia, Penales y Mixtos frente a la violencia familiar en niñas, niños, adolescentes, hombres y contra la mujer, desde una perspectiva de género; así como también, en el caso de las demás víctimas de violencia familiar que se encuentren en situación de mayor vulnerabilidad, considerándose además la diversidad cultural del país de las comunidades campesinas y nativas” Esta directiva se sustenta  en la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer  y en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará).

En febrero del 2003, fue aprobada la Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual (Ley Nº 27942), a partir de ahí, el Estado Peruano ha adoptado un número importante de disposiciones ministeriales para prevenir  y sancionar el hostigamiento sexual que se produce en relaciones de jerarquía y dependencia en diversos escenarios institucionales, como en el Ministerio de Educación, Ministerio de Defensa, Ministerio de Trabajo, Poder Judicial, Policía Nacional, entre otros. El informe presentado por la Autoridad Nacional refiere que en 15 gobiernos regionales, se han adoptado resoluciones en ese orden.  En noviembre del 2009, se promulgó  la Ley 29430, de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual que modifica la anterior Ley 27942, con el propósito de mejorar las acciones de prevención y sanción.
En enero de 2007, se aprobó la Ley No 28950 contra la Trata de Personas y el Tráfico de Migrantes y en noviembre 2008, fue aprobado su Reglamento el D.S. Nº 007-2008-IN. Tanto la Ley como el reglamento responden a los lineamientos del Protocolo de Palermo.

El Código Penal Peruano, en su  Artículo 174, bajo la denominación “Violación de persona bajo autoridad o vigilancia” sanciona la violencia contra las mujeres cometida en los hospitales, centros educativos, centros de privación de libertad y otras instituciones del Estado, “El que, aprovechando la situación de dependencia, autoridad o vigilancia tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o introduce objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías a una persona colocada en un hospital, asilo u otro establecimiento similar o que se halle detenida o recluida o interna, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de siete ni mayor de diez años e inhabilitación de dos a cuatro años”. 

La Constitución Peruana ofrece una plataforma jurídica que favorece el reconocimiento de los derechos sexuales y derechos reproductivos, igualmente la Ley No. 28983 de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres y la Ley General de Salud (No.26842), en diferentes enfoques reconocen los derechos sexuales y los derechos reproductivos.  

Las “Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva, definen los derechos sexuales y los derechos reproductivos y plantean que el “Estado debe garantizar que toda persona pueda: decidir cuantos hijos va a tener, decidir el espaciamiento de los hijos, regular su comportamiento sexual según su propia forma de ser, sentir y pensar sin tener miedo o vergüenza, estar libre de enfermedades y deficiencias que interfieran con sus funciones sexuales y reproductivas. Las personas deben ejercer estos derechos en forma responsable, respetando la integridad, física, mental y social de las otras personas y asumir responsabilidad por las consecuencias de sus conductas sexual y reproductiva”

En las  guías se resalta “que los  derechos sexuales y reproductivos están relacionados con el libre ejercicio individual de la sexualidad y la reproducción, independientemente de la edad, condición social, raza y religión y sin estar sujeto a coerción, discriminación o violencia”. También ofrecen indicaciones para el manejo y disfrute de una salud sexual y reproductiva de calidad.  

Mediante las Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva, se define un protocolo para profilaxis de emergencia para el VIH y otras enfermedades de transmisión sexual, cubriendo los casos de violencia sexual. Este protocolo incluye la administración de la anticoncepción de emergencia.

En enero del 2007, se aprobó la Ley 28963, mediante la cual se agrava la pena, en caso de violación sexual, cuando el agresor es cónyuge o conviviente de la víctima.  Aunque la violencia sexual dentro del matrimonio y en  la unión de hecho, no se tipifica como delito en la legislación  Peruana, existe el agravante para la aplicación de las penas.

Obstáculos
El marco legal sigue siendo restrictivo, al circunscribirse a la violencia intrafamiliar, y no  contemplar una ley que defina y tipifique la violencia contra las mujeres. No obstante, es importante reconocer que el Estado Peruano ha hecho esfuerzos significativos para definir y tipificar la violencia contra las mujeres en el ámbito programático y en resoluciones de corte ministerial. Como en el Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2009-20015, las “Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva” y  la “Guía Técnica para la Atención Integral de las personas afectadas por la Violencia basada en Género, entre otras. 
El no contar con disposiciones civiles, penales o administrativas para prevenir y sancionar la violencia patrimonial  o económica, constituye un vacío de alta relevancia en  la lucha contra la violencia. 

En el tema de conciliación, como medida de solución extrajudicial a los casos de violencia intrafamiliar, el Estado Peruano ha hecho cambios importantes en su legislación para limitar la conciliación en dicho ámbito, los cuales se expresan en la Ley No. 29282 y el Decreto Legislativo No. 1070, de junio 2008 que modifica la Ley 26872 sobre conciliación y el artículo 324 del Código Procesal Civil. Estos cambios están en correspondencia con una recomendación del primer informe  que planteaba que “Deben realizarse las gestiones requeridas a fin de lograr una propuesta de modificación de la normativa permisiva de las conciliación  en materia de violencia familiar, a fin de que se pueda eliminar esta posibilidad sobre todo como una alternativa para finalizar una situación de violencia familiar. Esto se puede establecer a través de la promulgación de una ley que contenga una prohibición expresa en ese sentido”. 

A pesar de lo indicado en el párrafo anterior, la legislación sobre violencia presenta un vacío al no contar con una normativa que exprese de manera explícita la prohibición de la conciliación como método de solución extrajudicial en los casos de violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes fuera del ámbito de la violencia familiar. 

La legislación no contempla ninguna normativa que tipifique el feminicidio/femicidio como tal, ni como agravante de homicidio. La información a la que se pudo  tener acceso durante la elaboración del informe, muestra la gravedad de los crímenes contra las mujeres en función de su género, estimándose en promedio 8 mujeres asesinadas al mes
. Al respecto, el Estado Peruano respondió, que los  feminicidios/femicidios, se sancionan bajo las figuras penales de homicidio simple, parricidio y homicidio calificado. 

 El artículo 109 del Código Penal Peruano,  contiene  un tipo penal relativo a los  atentados contra la vida de las personas, denominado “Homicidio por Emoción Violenta” que puede contribuir a la impunidad en los casos de feminicidios/femicidios.  “El que mata a otro bajo el imperio de una emoción violenta que las circunstancias hacen excusable, será reprimido con pena privativa de libertad, no menor de tres ni mayor de cinco años”. En el caso de parricidio,  la pena será no menor cinco ni mayor de diez años.

Carencia en la legislación nacional de disposiciones penales que sancionen la violencia sexual cometida en conflictos armados, tortura crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad. No existe una tipificación de los Delitos contra el derecho Internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario.  En cambio,  sí  existe sanción para la violencia cometida contra las mujeres en instituciones estatales como en los hospitales, centros educativos, centro de privación de libertad, entre otras. 
Entre las  trabas al ejercicio de los derechos sexuales y los derechos reproductivos  se encuentra la  criminalización a la interrupción del embarazo en caso de  violación, no obstante,  el Estado Peruano en su respuesta al informe preliminar expresa estar dando paso de avances en ese orden, ya que será  presentada una propuesta al Congreso de la República para despenalizarlo “Cuando el embarazo sea consecuencia de violación sexual, siempre que los hechos hubiesen sido denunciados penalmente, así como de la inseminación artificial o transferencia de un óvulo fecundado no consentidas’’.

La legislación muestra debilidad al no tipificar como delito la violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho, si bien la vía de pena agravada es una respuesta de importancia, esta no es suficiente  para asegurar a las mujeres una vida libre de violencia. 

II.  Planes Nacionales 
Avances:

El Estado Peruano cuenta con el Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2009-2015, el cual aborda las diferentes formas de violencia contra las mujeres, sus objetivos se orientan a garantizar la adopción e implementación de políticas públicas encaminadas a enfrentar el problema de la violencia hacia las mujeres, desde un enfoque intersectorial y participativo, en los diversos niveles de gobierno; Garantizar el acceso de las mujeres afectadas por la violencia basada en género, a los servicios públicos de calidad, incluyendo el acceso al sistema de salud y judicial, entre otros, contribuyendo a superar su condición de víctimas e identificar y promover la transformación de patrones socioculturales que legitiman, toleran y exacerban  la violencia hacia las mujeres, con la finalidad de establecer nuevas formas de relaciones sociales entre mujeres y hombres.

Este plan contempla diversos mecanismos para su implementación, seguimiento y monitoreo, donde participan actores estatales y de la sociedad civil. Cuenta con cuatro instancias de implementación: Comisión Multisectorial Permanente de Alto Nivel, Grupo de Trabajo Nacional, Mesas Intrasectoriales e Instancias Regionales de Concertación. El plan se rige por los siguientes principios: Políticas públicas basadas en resultados;  desarrollo de Planes Anuales que incluyan las acciones del Plan en las regiones; intersectorialidad e intergubernamentalidad y  Democracia participativa.

En torno a la pregunta de si el Estado fomenta la participación de la sociedad civil, el informe  da cuenta de una satisfactoria participación de la sociedad civil en la elaboración del Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2008-2015, el cual  incluyó una consulta con la sociedad civil en su fase de diseño, pero también contempla la participación  en los mecanismos de implementación y monitoreo.

En los comentarios al informe preliminar la Autoridad Nacional Competente reporta que  “para  el seguimiento y monitoreo del Plan se cuenta con un Grupo de Trabajo Nacional (GTN), que es una instancia de gestión, instalada el 04 de setiembre del 2009, la cual está integrada por representantes técnicos de los sectores Mujer y Desarrollo Social, Interior, Justicia, Educación, Salud, Relaciones Exteriores, Trabajo y Promoción del Empleo e Interior y 6 instituciones representativas de la sociedad civil: Comité Latinoamericano y del Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer CLADEM,  Instituto de Defensa Legal IDL, Calandria, Red Nacional de Promoción de la Mujer RNPM, Instituto de Paternidad Responsable INPPARES, Centro de Estudios Sociales y Publicaciones CESIP. Se han realizado 5 sesiones hasta el momento”.

Obstáculos:
En relación a la pregunta, de si se contempla el tema de violencia contra las mujeres en los planes nacionales y estrategias sectoriales, tanto en la respuesta dada por la Autoridad Nacional, como  en otras fuentes consultadas, incluido el Informe Sombra, se aprecia debilidad del abordaje del tema de la violencia contra las mujeres en  los planes nacionales en el campo de la educación, salud, trabajo, entre otros.  El hecho de que los objetivos del  Plan contra la violencia 2002-2007,  y del Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2009-2015,  no se reflejen en los planes sectoriales o ministeriales, constituye una debilidad  en la implementación de políticas públicas transversales  y sectoriales en el campo de la  violencia contra las mujeres.

En el Informe Sombra se destaca, la ausencia del abordaje de la violencia contra las mujeres en  el Plan Nacional de Educación Para Todos 2005-2015;  en los Lineamientos de Política Sectorial para el periodo 2006-2011, del Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo;  en el Plan Nacional para la Superación de la Pobreza 2004-2006; en la Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria 2004-2015” y la “Estrategia de Desarrollo Rural”, en el Plan Nacional Concertado de Salud – Perú 2007 – 2020 que no menciona en específico el tema de la violencia contra la mujer y en el Plan Estratégico Multisectorial de Prevención y Control de ITS y VIH/SIDA 2007 – 2011 (PEM).   

El informe muestra un gran vacío en cuanto a la existencia de planes de formación continuos (no capacitaciones aisladas o esporádicas) sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de la Convención de Belém do Pará, con excepción del Programa de Formación de Promotores Educadores, el cual tiene una cobertura limitada, no fue posible documentar otra experiencia. A pesar de que se hacen esfuerzos importantes a través de acciones asiladas de formación, las cuales fueron reseñadas por la Autoridad Nacional en la respuesta al cuestionario y en los comentarios al informe preliminar.    
En cuanto a las campañas nacionales de divulgación sobre los derechos de las mujeres y en especial de la Convención, el informe presentado por la Autoridad Nacional y otras fuentes consultadas muestran escasas acciones en los últimos años y falta de precisión en la información. 

III. Acceso a la Justicia: 

Avances:

El informe  presentado por la Autoridad Nacional muestra que ha habido un incremento en el número de entidades encargadas de recibir denuncias sobre la  violencia contra la mujer, indican que en los últimos cuatro años se crearon 32 Fiscalías Provinciales, 3 Fiscalías Superiores competentes para casos civiles y de familia
/,  47 Centros Emergencia Mujer para la atención integral de las personas afectadas por hechos de violencia familiar y sexual, (20) Centros de Asistencia Legal Gratuita – ALEGRA que concentran los servicios de: Defensoría de Oficio, Consultorio Jurídico Popular y Conciliación Extrajudicial.  

Existen tres líneas que ofrecen servicios diversos para los casos de violencia. La Línea 100, dependiente del Ministerio de la Mujer, la cual ofrece servicios en línea de orientación, consejería y referencia. La misma dispone de profesionales especializados en los diferentes tipos de violencia; la línea gratuita 0800-2-3232, deriva las denuncias para las investigaciones pertinentes a la Dirección Nacional de Investigación Criminal de la Policía Nacional y la Línea de Orientación Legal Gratuita - MINJUS a través de la cual, abogados especialistas del Ministerio de Justicia, asesoran y orientan en temas legales a las personas. 

El Ministerio Público cuenta con un Observatorio de la Criminalidad, el cual desagrega los datos de homicidios por sexo de la víctima y la relación con el perpetrador. 

En cuanto a la existencia de medidas administrativas o de otro tipo que faciliten a las mujeres el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso, en  lo que respecta a personal especializado, la Policía Nacional ha establecido espacios de formación para personal que atiende casos de violencia familiar a través de la División de Familia, amparada en la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar que señala que el Ministerio del Interior “dispondrá la capacitación de personal especializado en la Policía Nacional, para la atención en lo dispuesto en esta Ley”
. Igualmente, el Ministerio Público reporta la realización de actividades de formación dirigidas a Fiscales, Personal del Instituto de Medicina Legal y personal administrativo. El Ministerio de la Mujer y el Desarrollo Social también destaca la realización de actividades para la especialización y formación del personal que trabaja en el manejo de los casos de violencia.

Confidencialidad y protección de los datos de la víctima, sus familiares y/o testigos

El artículo 10° del T.U.O de la Ley N° 26260 contempla medidas de protección inmediata previstas con la  finalidad de garantizar la integridad física y psicológica de las personas víctimas de violencia familiar. El Código Procesal Penal – Decreto Legislativo N° 957, contempla medidas destinadas a la protección de testigos, peritos, agraviados o colaboradores intervinientes en los procesos penales.
En su informe,  la Autoridad Nacional refiere que el “Ministerio Público cuenta con la Unidad Central de Asistencia de Víctimas y Testigos
/, como órgano de apoyo de la Fiscalía de la Nación. Tiene como principal propósito establecer los mecanismos de asistencia a favor de las víctimas y testigos que se encuentren en una situación de riesgo o peligro como consecuencia de su intervención en una investigación o proceso de índole penal, posibilitando su intervención a través de un testimonio idóneo, preservando a su vez su integridad física y psíquica”. También destaca que  mediante Resolución N 053-2008-MP-FN del 15 de enero de 2008 se aprobó el "Reglamento del Programa Nacional de Asistencia a Víctimas y Testigos" Este reglamento tiene como fin principal promover el adecuado cumplimiento de las medidas para el Programa de Asistencia a víctimas y testigos del Ministerio Público, con la finalidad de cautelar sus testimonios o aportes en la medida que no sufran interferencia o se desvanezcan por factores de riesgo ajenos a su voluntad.

Otra normativa importante en orden a la confidencialidad y protección de los datos de la víctima,  es la Directiva 005-2009-MP-FN sobre “Intervención de los fiscales de familia, penales y mixtos frente a la violencia familiar”, aprobada mediante Resolución Nº1690-2009-MP- FN, establece en su artículo séptimo, denominado Código Único de Registro  la protección de información de la víctima. Aunque  el Informe Sombra refiere que esta normativa no se está implementando.
Mecanismos para hacer efectivas las medidas de protección para las mujeres, sus familiares y/o testigos en los casos de violencia.
En Perú, la  Policía Nacional, el Ministerio Público y el Poder Judicial pueden emitir órdenes o medidas de protección amparados en la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar.  Dentro de las medidas contempladas están: protección de testigos; salvoconducto para salir del país; redes seguras de referencia; el retiro del agresor del domicilio, o la salida temporal del agresor del domicilio; la prohibición de comunicación, acercamiento o proximidad a la víctima en cualquier forma; prohibición de cualquier forma de acoso; suspensión temporal de visitas, o la prohibición temporal de toda clase de visitas por parte del agresor; Inventarios sobre sus bienes;  suspensión del derecho de tenencia y porte de armas y suspensión temporal de cohabitación. 
A través del Programa Nacional Contra la Violencia Familiar y Sexual, existe el sistema de casas de refugio; se oferta atención psicológica a través de los Centros de Emergencia Mujer, existe también la Red Nacional de Casa Refugio RECARE para la mujer y la niñez víctimas de violencia Familiar.

De acuerdo al informe presentado por la Autoridad Nacional,  el Estado cuenta con  protocolos de atención para las mujeres, niñas y adolescentes afectadas por la violencia intrafamiliar, en diferentes ámbitos, como son policía, salud, fiscalía: Entre esos protocolos se destacan: 

La Guía de atención integral de los CEM aprobada mediante Resolución Ministerial Nº 185-2009-MIMDES; la Policía cuenta con el Protocolo de Intervención Policial para la Atención, Orientación y Derivación de Personas Víctimas de Violencia Familiar;   La fiscalía cuenta con la Directiva  N° 005-2009-MP-FN, sobre la “Intervención de los Fiscales de Familia, Penales y Mixtos frente a la Violencia Familiar y de Género y Directiva sobre el Registro de información de los Homicidios de Mujeres en el Contexto de Feminicidio y Tentativa de Feminicidio”; directiva que fuera aprobada por Resolución de la Fiscalía de la Nación N 1690-2009-MP-FN, del 20 de noviembre del 2009; el Protocolo de Reconocimiento Médico Legal para la detección de Lesiones o Muerte resultante de Tortura-Alcances de la Resolución Nº 523-97-SE.

El Ministerio de Salud cuenta con la Guía Técnica para la atención de las personas afectadas por la violencia basada en género aprobada por Resolución Ministerial N° 141-2007/MINSA. Normas y  Procedimientos para la Prevención y Atención de la Violencia Familiar y el Maltrato Infantil. Cuenta también con Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva, el Manual de Orientación/Consejería en Salud Sexual y Reproductiva.
Obstáculos:
A pesar del incremento en las unidades  encargadas de recibir denuncias, el Informe Sombra presenta preocupaciones en torno a “la especialización de sus operadores en estos temas con enfoque de género, las condiciones para brindar un servicio que garantice la no revictimización, soporte emocional para el personal y la sobrecarga procesal” 

El informe llama la atención de manera especial,  en el caso de las mujeres rurales,  a propósito del Acuerdo Plenario 1-2009/CJ-116de la Corte Suprema referido a las Rondas campesinas y el Derecho Penal, “el caso de las mujeres de zonas rurales, no solo no aumentaron las entidades que reciben denuncias sino que se ha limitado el acceso a la justicia de las mujeres que siendo parte de comunidades indígenas son víctimas de violencia. El Acuerdo Plenario 1-2009/CJ-116de la Corte Suprema referido a las Rondas campesinas y el Derecho Penal, ha precisado que todo conflicto ocurrido en su ámbito territorial y que afecte un interés comunitario, será resuelto por la jurisdicción especial comunal ronderil. Sin embargo, un estudio realizado en estas comunidades arroja que la mayoría ellas considera la violencia familiar un problema privado por lo que no lo someten a la justicia comunitaria como ilícito salvo que se trate de situación extrema, es decir sólo cuando existe permanente agresión, la agresión se da en un lugar público y la vida de la mujer está en juego
. En los pocos casos en los que interviene la autoridad comunera, la tendencia es proteger los intereses de los hijos, que a su entender se verían afectados por la separación
. No obstante ello, La importancia del ejercicio de la jurisdicción especial comunal ronderil es reconocida en el mencionado Acuerdo Plenario “por la ausencia o casi nula existencia de presencia estatal”
, así como por las propias mujeres quienes opinan que la violencia familiar se debería resolver en la comunidad
. Estos factores sumados a que la violencia contra la mujer no es entendida como problema público, a no ser que llegue a situaciones de gravedad permiten anticipar que el Estado peruano está omitiendo cumplir con el deber de debida diligencia, en materia de acceso a la justicia”. 

En cuanto a la existencia de medidas administrativas o de otro tipo que faciliten a las mujeres el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso, se presentan varios obstáculos,  como son: la rotación del personal entrenado; la no existencia de normas dentro de la Escuela del Ministerio Público que establezcan la obligatoriedad de la formación en violencia para los encargados de investigación; la no especificación de que las denuncias que se reciben sobre violencia deben recibirse en un lugar privado. El Informe Sombra indica que la Cámara Gessel del Instituto de Medicina Legal, único mecanismo “que busca evitar la revictimización o victimización secundaria”, solamente tiene cobertura para la atención de casos de violencia y explotación sexual únicamente cuando los afectados son niños y adolescentes
, sin considerar a las mujeres

Interpretes en los idiomas indígenas

Aunque la Constitución Peruana establece el apoyo de un intérprete y el  Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial
/,  faculta al justiciable en su artículo 15° a usar su propio idioma; en tal sentido señala: “Las actuaciones judiciales se efectúan en castellano. Cuando el idioma o dialecto del justiciable sea otro, las actuaciones se realizan ineludiblemente con la presencia de intérprete. Por ningún motivo se puede impedir al justiciable el uso de su propio idioma o dialecto durante el proceso.” Existe dificultad para el ejercicio de este derecho, debido a que no existen las normas que lo haga obligatorio. En el informe se plantea que “Existe una propuesta de protocolo de atención a víctimas de violencia
 de la Asociación de Jueces para la Justicia y Democracia- JUSDEM dónde se propone, entre otros puntos, esta consideración. Este protocolo a la fecha no ha sido adoptado por el Poder Judicial. Aunque  falta una normativa que haga obligatorio los interpretes en los idiomas indígenas. 

Aunque la legislación y normativa vigente para el acceso a la justicia aplican para las mujeres rurales, indígenas o afrodescendientes,  estas no acceden en igualdad de condiciones ya que la legislación, las políticas y los programas no se enmarcan en un modelo intercultural, pluriétnico y multirracial, lo que lesiona el ejercicio de los derechos a una vida libre de violencia en esos grupos poblacionales.

En cuanto a las medidas de protección, existe evidencia de obstáculos de diversas índoles, como son: la falta de recursos para ejecutar las órdenes de protección; debilidad en la coordinación entre las instituciones que intervienen en la ejecución de las órdenes; falta de estudios y estadísticas sobre el tiempo que dura favorecer a una mujer con una orden de protección luego de poner la denuncia.
A pesar de que el Estado cuenta con importantes protocolos para la atención para las mujeres, niñas y adolescentes afectadas por la violencia intrafamiliar, en diferentes ámbitos, como son policía, salud, fiscalía, estos no responden a un enfoque multicultural y etnoracial.
El informe reporta que el Estado no cuenta con evaluaciones y estudios sobre cuánto tiempo toma en la realidad otorgar medidas de protección luego de la presentación de la denuncia. Tampoco cuenta con estadística sobre cuántas y qué tipo  de  medidas de protección fueron otorgadas a mujeres afectadas por violencia en el último año, en relación al total de medidas de protección solicitadas. Esta situación, puede  afectar el acceso de las mujeres a la justicia.
Vacíos

La Autoridad Nacional no da cuenta de si los juzgados y fiscalías usan la Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos en sus sentencias y dictámenes y si se ha realizado un estudio o evaluación sobre el uso de estos instrumentos en el trabajo de jueces/as y fiscales/as, no obstante en el informe sombra reseña una carencia en la utilización de dichos instrumentos por parte de los operadores de justicia.

El Estado no  respondió sobre las  medidas  para que las mujeres rurales, indígenas o afrodescendientes tengan acceso a la justicia;  si  los juzgados y fiscalías usan la Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos en sus sentencias y dictámenes. Si se ha realizado un estudio o evaluación sobre el uso de estos instrumentos  en el trabajo de jueces/as y fiscales/as; si se   han realizado evaluaciones o estudios sobre 
a)
el uso de estereotipos, prejuicios, mitos o costumbres en los casos de mujeres víctimas de violencia, y cómo esto puede afectar el proceso y/o las sentencias?  b) si los/las jueces/zas y demás operadores/as de justicia toman en cuenta negativamente la historia personal de la víctima o su experiencia sexual antes de emitir su sentencia? En caso de existir dicho estudio, reseñar las principales conclusiones y/o sentencias relevantes.

V. Presupuesto 

Avances:
Las informaciones contenidas en la respuesta al cuestionario y en la reacción de la Autoridad Nacional Competente al informe preliminar,  muestran que no ha habido avances en la asignación del presupuesto nacional al  trabajo de prevención, sanción y atención a la violencia contra las mujeres. 

Obstáculos:

El Estado Peruano continúa mostrando una baja inversión en el presupuesto destinado a la violencia contra las mujeres. De acuerdo a los datos proporcionados por la Autoridad Nacional y el Informe Sombra, el presupuesto asignado al Programa Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual para el año 2008, fue de 12,787,055 nuevos soles y en el 2009 de 17`099.907 que representa el 2% del presupuesto anual del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social - MIMDES.  

Igualmente, la calidad de la información disponible sobre el presupuesto sigue siendo deficitaria, no hay datos desagregados sobre cuanto se invierte en los diferentes Ministerios, especialmente en las Fiscalías, Policía Nacional y Ministerio de Salud para el manejo de la violencia. 

La Autoridad Nacional Competente no proporcionó información sobre el porcentaje del presupuesto nacional de los últimos cuatro años asignado a:

a)
comisarías de mujeres, fiscalías u otras entidades receptoras de denuncias
b)
capacitación de funcionarios/as
c)
servicios especializados: refugios y casas de acogida; línea de asistencia gratuita, asesoría jurídica gratuita, patrocinio jurídico gratuito y consejería psicológica gratuita
d)
campañas de prevención de la violencia contra las mujeres
e)
servicios de salud para las mujeres afectadas por la violencia a nivel nacional
Información y Estadísticas:

Avances

El Programa Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual, establece lineamientos para la realización de investigaciones en el campo de la violencia familiar y sexual. En el año 2008 se realizaron las investigaciones operativas “Eficacia de la Intervención de los Centros Emergencia Mujer”  e “Incidencia de la Violencia Familiar y Sexual en el Contexto de los CEMs y Necesidades de Capacitación”.
A través del Programa Nacional Contra la Violencia Familiar y Sexual, El PNCVFS, se han realizado convenios para investigación y acciones de prevención con la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos (UNMSM) y la Universidad Privada César Vallejo. También se coordinaron acciones para el desarrollo de investigaciones conjuntas con la Facultad de Ciencias Matemáticas de la UNMSM. En la actualidad se lleva a cabo un Estudio econométrico sobre los costos de la violencia de género, con el apoyo financiero de UNFPA.

En cuanto a la realización de encuestas, el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) realiza y publica permanentemente, la Encuesta Demográfica y de Salud Familiar (ENDES), y la misma incluye un capítulo dedicado a la violencia contra las mujeres.

Igualmente, el Programa Nacional Contra la Violencia Familiar y Sexual (PNCVFS) cuenta con un sistema de estadísticas continuas en el tema de violencia familiar y sexual. Este sistema permite tener los siguientes registros: registro de casos  de los CEM; registro de intervenciones profesionales de los CEM; registro de la Línea de Orientación Telefónica  100; registro de Eventos Preventivos Promocionales; registro de derivaciones de la RITA; registro de Expedientes legales; registro CAI (referido al proyecto piloto que atiende a personas agresoras en rehabilitación) y  registro de feminicidio y tentativas: 

El informe refiere que desde el año 2009, año en que se creó el Registro de Feminicidio y Tentativa del MIMDES, se cuenta con información sobre las mujeres víctimas de feminicidio desagregada por edad y ubicación geográfica. Por otro lado, el Ministerio de Público ofrece estadísticas sobre feminicidio a través del Observatorio de Criminalidad.

Existe un Convenio Marco de Cooperación Interinstitucional entre el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social (MIMDES) y  el Instituto Nacional de Estadísticas e Informática (INEI), lo que contribuye a la mejora continua de las estadísticas sobre violencia contra las mujeres e intrafamiliar
Obstáculos:

A pesar de los avances en materia de estadísticas y registros, aún persisten algunas debilidades, como son la falta de información actualizada y de calidad sobre el número de proceso por violencia contra las mujeres,  con respecto al total de denuncias por violencia contra las mujeres; número de procesos sentenciados condenando al agresor por violencia contra las mujeres, con respecto al total de las denuncias realizadas y falta de estadísticas desagregadas por condición etnoracial.

Recomendaciones Generales:
Exhortamos al  Estado Peruano, a revisar su marco jurídico a los fines de adoptar leyes especiales que definan y tipifiquen la violencia contra las mujeres, el feminicidio/femicidio y  la violencia sexual en el matrimonio y en la unión de hecho, de manera especial, alentamos  a la Comisión Especial Revisora de la Ley de Protección frente a la Violencia Intrafamiliar ( Ley No. 26260),  a adoptar las recomendaciones que permitan avanzar y pasar de una ley  limitada al  ámbito intrafamiliar,  a una  ley que garantice a todas las mujeres una vida libre de violencia, de acuerdo a lo que establece la Convención en  el  CAPÍTULO I, Articulo 1  “Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado”.

Esta recomendación la hacemos también en virtud del mandato a los Estados que establece la Convención, en el Capítulo 111, articulo 7, literal de e “tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer” y en el Capítulo 111, articulo 7, literal c. “incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso”.
Tomar todas las medidas estén a su alcance para asegurar el diseño y puesta en marcha de  planes de formación continuos (no capacitaciones aisladas o esporádicas) sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de lo pautado por la Convención en su  Capítulo 111, articulo 8, literales c y d “fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de justicia, policial y demás funcionarios encargados de la aplicación de la ley, así como del personal a cuyo cargo esté la aplicación de las políticas de prevención, sanción y eliminación de la violencia contra la mujer”  y por otro lado,  “suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto de violencia, por medio de entidades de los sectores público y privado, inclusive refugios, servicios de orientación para toda la familia, cuando sea del caso, y cuidado y custodia de los menores afectados

Recomendaciones Específicas:

Recomendamos al Estado Peruano, que al revisar Ley de Protección frente a la Violencia Intrafamiliar ( Ley No. 26260), analice la pertinencia de incluir la violencia patrimonial o económica, en concordancia con el mandato del capítulo 111, articulo, 7 literal d, de la Convención “adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su propiedad”

Alentamos al Estado Peruano a que en la modificación a Ley de Protección frente a la Violencia Intrafamiliar (Ley No. 26260), tipifique otras formas de  violencia sexual en el matrimonio o uniones de hecho más allá de la violación sexual. 
Hacemos un llamado al Estado Peruano,  a que sin dilación, tome todas las medidas pertinentes a fin de asegurar en la legislación una normativa que tipifique el feminicidio/femicidio. Igualmente es importante adoptar medidas a los fines de que el artículo 109 del Código Penal no se convierta en una atenuante en los casos de feminicidios/femicidios. 

Exhortar al Estado a continuar los esfuerzos encaminados a tipificar los delitos contra el derecho Internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario en congruencia con el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional.

Recomendamos continuar buscando los consensos necesarios para  asegurar  despenalización del aborto en caso de violación.

Se debe tomar medidas para  asegurar que los planes y políticas sectoriales o ministeriales, integren los objetivos de su competencia definidos en el Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2009-2015, así como los mandatos específicos de la Convención de Belem Do Para. De igual manera, tomar todas las medidas pertinentes a los fines de aprobar de manera definitiva el Plan Nacional de Acción contra la Trata de Personas en el Perú, 2007-2013 (PNAT y el  Plan Nacional de Acción contra la Explotación Sexual Comercial de Niños, Niñas y Adolescentes 2006-2010, 

Exhortar  al Estado para que amparado en el artículo 8 literal de la Convención “suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto de violencia, por medio de entidades de los sectores público y privado, inclusive refugios, servicios de orientación para toda la familia, cuando sea el caso, y cuidado y custodia de los menores afectados” a tomar todas las medidas a su alcance a los fines de seguir incrementando el número de entidades encargadas de recibir denuncias, fortalecer las entidades que ya existen; mejorar las capacidades de los proveedores de servicios mediante la capacitación continua en materia de derechos humanos de las mujeres y para el  establecimiento del vínculo entre la violencia contra las mujeres y otras múltiples discriminaciones que viven estas  por razones raciales, lugar de procedencia, status migratorio, condiciones de salud,  entre otros.
Se solicita respetuosamente al Estado, ampliar la información de cómo garantiza la confidencialidad y protección de los datos de la víctima de violencia.  
Se solicita Estado ampliar la información en el sentido de indicar cuáles son los parámetros que sigue el registro información de los Homicidios de Mujeres en el Contexto de Feminicidio y Tentativa de Feminicidio, en vista de que no está tipificado el delito de Femicidio/Feminicidio”
Que el Ministerio Público y el Poder Judicial, a través de sus instancias encargadas de  formación y capacitación tomen las medidas a su alcance para incluir  un enfoque de género y  manejo adecuado de la violencia contra las mujeres en el desarrollo de todos sus planes de formación, capacitación, especialización y  actualización. 

Que el Estado adopte con carácter de urgencia medidas especiales, para asegurar que la legislación, las políticas  públicas y los programas se fundamenten en  un modelo intercultural, pluriétnico y multirracial, estableciendo las conexiones de la violencia contra las mujeres y otras formas de discriminación que se convierten agravante de la situación de violencia, un referente importante para este enfoque lo constituye, además de la Convención, la Declaración y el Plan de Acción de la Conferencia  Mundial contra el Racismo, la Xenofobia y otras Formas Conexas de Intolerancia, de los cuales el Estado Peruano es compromisario.

Elaborar estrategias de formación e información  con el propósito de lograr que los operadores de justicia utilicen la  Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos en sus sentencias y dictámenes. 
Recomendamos al Estado con carácter de urgencia, a tomar todas las medidas a su alcance a los fines de incrementar el presupuesto para la prevención, atención y sanción a la violencia contra las mujeres.
Asimismo, a identificar una metodología que permita evaluar en cuentas nacionales la inversión para la atención a la violencia contra las mujeres y para tener información de calidad que permita hacer análisis sobre impacto de la inversión en la respuesta nacional al problema de la violencia. 


OBSERVACIONES FINALES DEL GOBIERNO DE PERÚ

AL INFORME FINAL DE PAÍS SOBRE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”
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http://scm.oas.org/pdfs/2012/CIM03212-B.pdf 





� FILENAME  \* MERGEFORMAT �CIM03168T01.doc�

















� FILENAME  \* MERGEFORMAT �CIM03236T01�








� La violencia contra la mujer: feminicidio en Perú, elaborado por el Centro de la Mujer Peruana Flora Tristán y Amnistía Internacional. 


�.Oficio Nº 726-2010-MP-FN-GG/OCPLAP de la gerencia de Planificación del Ministerio Público


� Ley de protección frente a la violencia familiar. Art.5.


�.Creado mediante Resolución N° 052-2008-MP-FN, del 15 de enero del 2008.


� Instituto de Defensa Legal. Justicia Comunitaria en los Andes: Perú y Ecuador. Las Mujeres en las Justicia comunitaria: Víctimas, Sujetos y Actores. IDL: Lima, 2009. Página 96. 


� Ibíd. Pág. 97.


� Acuerdo Plenario Nº 1-2009/CJ -116 del 13 de noviembre de 2009. Página 6.


� Ibid. Pág. 97. Encontramos en ese sentido que una mujer afirmó sobre las consecuencias negativas de insistir en la convivencia: “las autoridades le hacen regresar una y otra vez a su casa; hasta que al final el hombre la ha matado, tiene muchos hijos. Si eres casada así te hacen regresar qué vas a hacer, así pues hasta que le han matado”. 


� Información extraída de la web del Ministerio Público.  �HYPERLINK "http://www.mpfn.gob.pe/iml/distritos_dml/servicios_dml.php?iddj=43"�http://www.mpfn.gob.pe/iml/distritos_dml/servicios_dml.php?iddj=43� (revisado 28 de mayo de 2010).


�.Decreto Supremo N° 017-93-JUS.


� JUSDEM. Protocolo de atención para facilitar el acceso de la ciudadanía a la justicia. Lima, 2006.






